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EXPEDIENTE 034/2019



Datos personales protegidos por el artículo 116 de la LGTAIP y el artículo 56 de la LTAIPEO.



TERCERA SALA UNITARIA DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE OAXACA.

JUICIO DE NULIDAD 34/2019

ACTOR: ***** ***** ***** ****** ASOCIACIÓN CIVIL.

AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECTORA DE LO CONTENCIOSO DE LA PROCURADURÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO. 

 
OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA A TRECE DE MARZO DE 2020 DOS MIL VEINTE. - - - - - - - - -- - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
VISTOS, para resolver los autos del juicio de nulidad de número 34/2019, promovido por ***** ***** ***** ****** en representación de la persona moral ***** ***** ***** ****** ASOCIACIÓN CIVIL en contra de la DIRECTORA DE INGRESOS Y RECAUDACIÓN DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS Y DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE OAXACA, Y:

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Por  acuerdo  de  veintitrés de abril del dos mil diecinueve,  se admitió la demanda interpuesta por ***** ***** ***** ****** quien en representación de la persona moral ***** ***** ***** ****** ASOCIACIÓN CIVIL demandó la nulidad de la resolución con número de oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019 de fecha ***** de ***** de dos mil diecinueve, mediante la cual confirma la diversa resolución con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; se admitieron las pruebas que ofreció, y con copia de la demanda y anexos, se ordenó correr traslado y emplazar a la autoridad demandada, para que produjera su contestación  en  el término  de  Ley,  apercibida  que  de  no  hacerlo  se  declararía precluido  su  derecho  y  se  le  tendría  por  contestada  la  demanda  en  sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
 
SEGUNDO. El veintiocho de mayo del dos mil diecinueve, se tuvo a la Directora de lo Contencioso de la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado, contestando la demanda, haciendo valer sus argumentos y defensas, por ofrecidas las pruebas de su parte. Por último, se señaló fecha y hora para la audiencia final. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - 
 
TERCERO. La audiencia final, se celebró el diez de junio de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes ni persona alguna que legalmente la representara, desahogándose las pruebas ofrecidas y admitidas en el juicio; se abrió el periodo de alegatos y se dio cuenta que ninguna de las partes exhibió escrito al respecto y se citó para oír sentencia, misma que ahora se pronuncia. - - - - - - - - - - - 
	
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Tercera Sala Unitaria de Primera Instancia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, es competente para conocer y resolver del presente juicio, con fundamento en el artículo 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 114 Quárter, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca y los numerales 120 fracción I, 129, 133, fracción II, y 146 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, por tratarse de un acto atribuido a una autoridad administrativa de carácter estatal, ya que de conformidad con el último de los preceptos citados, este Tribunal tiene jurisdicción en todo el territorio del Estado. 

 SEGUNDO. La personalidad. La personalidad de las partes, quedó acreditada en términos del artículo 148 y 151 de la Ley de Procedimiento de Justicia Administrativa para el Estado, ya que el actor ***** ***** ***** ****** en representación de la persona moral ***** ***** ***** ****** ASOCIACIÓN CIVIL  y la Directora de lo Contencioso de la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, exhibió copia certificada del documento en donde consta su nombramiento y toma de protesta de ley, documento que al ser cotejado con su original por un servidor público,  en  ejercicio  de  sus  funciones,  se  le  concede  pleno  valor  probatorio, conforme a lo dispuesto por el artículo 203, fracción I de la Ley citada. - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

TERCERO. ***** ***** ***** ****** en representación de la persona moral ***** ***** ***** ****** ASOCIACIÓN CIVIL, demandó la nulidad de la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019 de ***** de ***** de dos mil diecinueve, emitida en el expediente ***/2018, mediante la cual la directora de lo contencioso de la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas, confirma la resolución con numero de control ********** determinante de una multa por infracción relacionada con la presentación de la declaración bimestral definitiva del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal; toda vez que la misma no se encuentra suficientemente fundada y motivada ya que adolece de una debida fundamentación y motivación, aunado de que la autoridad demandada analizó indebidamente el agravio primero del recurso de revisión interpuesto por la hoy actora; así mismo al mencionar el actor los mismos agravios hechos valer en dicho recurso y que se tienen por reproducidos en este acto.

  Así que la autoridad demandada al confirmar el recurso administrativo interpuesto ante él, lo hace fundando y motivando en los mismos términos en que realizó la imposición de la multa y no funda y motiva la razón por la que los agravios expresados en el recurso de revocación, resultan ineficaces, además lomisión referida a la fecha de publicación en que debió darse a conocer el valor de  los hechos que lo llevaron a emitir la primera.

  Lo anterior se refuerza con la tesis sostenida por los tribunales colegiados de circuito, de la séptima época, con el número 252526, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, volumen 109-114, Sexta Parte, página 166, y registro 252526        cuyo al rubro y texto dice:

PROCURADURÍA  FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. RECURSOS ADMINISTRATIVOS. El artículo 59, fracción VIII, inciso d), de la Ley Federal de Protección al Consumidor, crea un recurso de revocación contra las resoluciones de procedimientos dictadas por la Procuraduría Federal del Consumidor como amigable componedor o como árbitro; y el artículo 91 de ese ordenamiento establece, sin distingo ni restricción alguno, que las personas afectadas por disposiciones dictadas con fundamento en esa ley podrán recurrirlas en revisión. Ahora bien, los recursos administrativos no deben estimarse creados como laberintos o trampas procesales para evitar el examen de la legalidad de los actos administrativos, sino como medios de defensa otorgados a los gobernados para poder deducir sus pretensiones cuando están en conflicto con un acto de autoridad, a fin de que se respire un clima de derecho y no de opresión. Luego tales recursos deben ser admitidos con generosidad, y no deberán ser desechados por analogía ni por mayoría de razón, ni por razones que hagan de la improcedencia una cuestión dudosa o simplemente opinable. Por otra parte, en un estado de derecho, las autoridades tiene mayor interés legal en componer los conflictos surgidos con los gobernados y en examinar la legalidad de sus actos, que en lograr la subsistencia de éstos sin examen. Aplicando al caso los razonamientos anteriores, las autoridades no pueden tener interés legal en preferir un recurso a otro, cuando en ambos tiene la misma oportunidad de analizar la legalidad de sus propios actos. Luego, como el recurso establecido en el artículo 91 no condiciona su procedencia a que no exista revocación, las autoridades no podrán legislar para establecer interpretativamente esa condición de procedencia. Y esto resulta aplicable aun cuando el acto impugnado derive del procurador mismo, pues la expresión de que el recurso se interpondrá ante el superior del responsable no impide en manera alguna que dicho procurador revise sus propios actos, ni debe hacerse de esa expresión una norma de improcedencia, ya que sólo lo es de competencia; no dice cuándo procede el recurso, sino quién debe resolverlo. Luego si se interpone dicho recurso contra la resolución que impuso una multa al afectado, no podrá ser legalmente desechado con base en que el recurso procedente era el de revocación.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo en revisión 1131/77. Francisco Guerrero Ortega. 1o. de marzo de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco.

Al resultar ilegal la confirmación del recurso interpuesto ante la autoridad demandada del recurso administrativo, interpuesto en sede, por la parte actora, se entiende la no disponibilidad de la autoridad de revisar la legalidad y validez de sus actos, por tal motivo, mal haría esta resolutora de devolver el expediente a la autoridad aquí demandada, después del largo tiempo que llevó a esta determinación de ilegalidad, pues hacerlo lleva a la parte actora al cansancio extremo en búsqueda de justicia y por otro lado, le resulta más caro que el pago realizado ante la autoridad fiscal de que se trata.

Por tal motivo con fundamento en el artículo 98 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado, que se refiere a la optatividad del administrado y contribuyente para que teniendo una resolución definitiva como es el caso de la multa impuesta pueda recurrir al recurso administrativo en sede o al juicio de nulidad ante este tribunal, pues lo mismo “…tiene la oportunidad plena la autoridad fiscal, de defender la legalidad de sus actos en juicio en un juicio fiscal, sin que puedan tener interés legalmente protegido en que sus actos subsistan sin análisis judicial, debe concluirse que cuando se impugna una resolución que confirma un recurso administrativo, lo mismo se debe estimar procedente el juicio de nulidad que el juicio de amparo, ya que en ambos casos se deben examinar generosamente las causales de improcedencia, para no hacer del juicio fiscal y del juicio de amparo medios de defensa elitistas, y para no entorpecer la defensa de los derechos de los ciudadanos por medio de un laberinto de recursos establecidos en múltiples leyes”.

Sirve de apoyo la tesis en materia administrativa, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, volumen 109-114, sexta parte, página 176, con registro 252538 que a la letra dice:

RECURSOS ORDINARIOS Y MEDIOS DE DEFENSA. DESECHAMIENTO DE RECURSOS ADMINISTRATIVOS ( JUICIO FISCAL Y AMPARO ).Conforme a la fracción IV del artículo 22 de la ley orgánica aplicable, del Tribunal Fiscal de la Federación, el juicio es procedente contra las resoluciones que impongan multas por infracción a normas administrativas. Luego no es evidente, sino más bien opinable, que esa fracción incluya las resoluciones que no imponen multas, sino que desechan los recursos interpuestos contra las diversas resoluciones que impusieron las multas. Siendo de notarse que se puede pensar que la resolución que desecha el recurso ni confirma ni ratifica la multa, pues nada resuelve al respecto de la pretensión deducida en el recurso que desechó. Podría pensarse que se trata de una resolución que causa indirectamente un agravio en materia fiscal, al dejar viva la resolución que impuso la multa, y que esto haría caber el juicio de nulidad en la fracción III, pero esto es también opinable; es decir, se puede sostener una posición o la contraria. Ahora bien, como los recursos y medios de defensa no están destinados a servir de laberintos o trampas procesales para aumentar la recaudación fiscal aunque sea con resoluciones ilegales, sino que más bien están concebidos para que se compongan judicialmente los conflictos suscitados entre los gobernantes y los gobernados, y se respire así un clima de derecho en vez de respirarse un clima de opresión, y como, por otra parte, las autoridades lo mismo tienen la oportunidad plena de defender la legalidad de sus actos en juicio de amparo que en un juicio fiscal, sin que puedan tener interés legalmente protegido en que sus actos subsistan sin análisis judicial, debe concluirse que cuando se impugna una resolución que desecha un recurso administrativo, lo mismo se debe estimar procedente el juicio de nulidad que el juicio de amparo, ya que en ambos casos se deben examinar generosamente las causales de improcedencia, para no hacer del juicio fiscal y del juicio de amparo medios de defensa elitistas, y para no entorpecer la defensa de los derechos de los ciudadanos por medio de un laberinto de recursos establecidos en múltiples leyes.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo en revisión 1131/77. Francisco Guerrero Ortega. 1o. de marzo de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco.

Dicha tesis de los tribunales colegiados, se sustenta en la Litis abierta consistente en que, cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo federal, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso. Asimismo. Cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, siempre que la Sala Regional competente determine la procedencia del mismo, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso. A través de este principio se persigue que la tutela de los derechos y los intereses jurídicos de los administrados puedan cumplirse con eficacia, existiendo para ello, diversos mecanismos legales, que puede ser presentados ante la autoridad que dictó el acto que le agravie y que recibe el nombre de recurso administrativo, o bien, se puede recurrir vía juicio contencioso administrativo.

Esto es, atendiendo también a lo previsto en el artículo 8, inciso 2, literal h, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (C.A.D.H.), con jerarquía constitucional, en cuanto garantiza el ejercicio de tal facultad al litigante vencido en juicio. Todas las garantías procesales en materia penal enumeradas en el inciso 2 del artículo 8 de la antes citado, son igualmente exigibles en los casos regidos por las restantes materias normativas (civil, laboral, administrativo, tributario, etc.). En tal sentido, tan alto tribunal internacional tuvo oportunidad de expresar a través de una sentencia suya: “La Corte observa que el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo 8 de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 del mismo artículo, o sea, la determinación de derechos y obligaciones de orden ’civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter’. Esto revela el amplio alcance del debido proceso; el individuo tiene el derecho al debido proceso entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos otros órdenes…”5 Por tal razón las previsiones normativas (constitucionales o legales) del orden local que establecen aquella forma de proceder, sin respeto de la doble instancia en el proceso administrativo, resultan violatorias del bloque federal de constitucionalidad y convencionalidad y por ello, susceptibles de ser revisadas jurisdiccionalmente.

Así que esta resolutora procede a revisar la legalidad del oficio con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; y la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019; ambos, emitidos por la Directora de Ingresos y Recaudación de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca. Documentos que hacen prueba plena en los términos del artículo 203 fracción I de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado al ser documentos públicos emitidos por autoridades fiscales. 
Por su parte, la Directora de lo Contencioso de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado, en representación jurídica de la Directora de Ingresos y Recaudación de la citada secretaría, en su contestación de demanda, manifestó que cumple con lo establecido en el artículo 16 de la Constitución Federal, ya que el acto que emitió esta adecuada y suficientemente fundado y motivado, pues expresa con precisión el precepto legal aplicable al caso y señala las circunstancias que le dieron motivo a su hacer, existiendo adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que se configura la hipótesis normativa y de ahí la emisión del acto.

Ahora bien, del análisis de la multa por infracción establecida en el Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; y la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019, (foja 22 y 106) documentales, a la que se le confiere  pleno valor probatorio, en términos de la fracción I del artículo 203 de la ley de la materia, por haber sido confeccionado por servidor público en ejercicio de sus funciones,  se advierte que la autoridad demandada en la parte que interesa textualmente señala:

“Considerando que la Dirección de Ingresos y Recaudación de la Secretaría de Finanzas lo ha identificado como sujeto obligado al pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, y habiendo transcurrido el plazo de un mes que señala la disposición legal para realizar la solicitud de registro; no exista constancia en esta Secretaría que haya dado cumplimiento a esta obligación, su conducta actualiza la hipótesis normativa prevista en el artículo 268 fracción I del Código Fiscal para el Estado de Oaxaca vigente, motivo por el cual se hace acreedor a la sanción establecida en el mismo artículo, la cual consiste en una multa de cincuenta a cien veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente, sin embargo esta autoridad fiscal determina imponer el monto mínimo el cual es equivalente a cincuenta veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, publicada en el Diario Oficial de la Federación, vigente a partir de 1 de febrero de 2017, por considerar que no existen agravantes ni antecedentes del contribuyente, por lo cual la sanción se finca en los términos siguientes: Énfasis añadido.

	INFRACCIÓN
	SANCIÓN
	UMA VIGENT
	MULTA A PAGA

	Artículo 268 fracción I del
Código Fiscal para el estado de Oaxaca vigente
	50 UMA
Artículo 268 fracción I del Código Fiscal para el estado de Oaxaca vigente
	$80.60
	$4,030.00







Es importante transcribir el artículo 268 fracción I del Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, que a la letra dice:

ARTÍCULO  268.  Son  infracciones  relacionadas  con  el  registro  estatal  de contribuyente las siguientes:
I. No solicitar la inscripción cuando se está obligado a ello o hacerlo extemporáneamente; se impondrá una multa de cincuenta a cien veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

De lo anterior se advierte, en primer lugar, que la autoridad demandada al emitir la multa por infracción establecida en el Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; y la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019, no señala en qué consiste el impuesto sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal; tampoco señala las actividades que realiza el actor, para que encuadre en la hipótesis de sujeto obligado al pago del citado impuesto. Lo anterior, resulta esencial para cumplir con la debida fundamentación y motivación a que se encuentra obligada la autoridad demandada al emitir todo acto administrativo, ya que con la sola manifestación de que la actora fue identificada como sujeto obligado al pago del citado impuesto, no hay argumento lógico-jurídico para señalar que la actora realiza actividades que la obliguen a pagar el impuesto. Esto es, que la autoridad demandada debe fundar y motivar todos los actos que emita para no dejar al administrado en estado de indefensión al ignorar las causas que llevaron a la autoridad a emitir dicho acto, lo que ocasionó el incumplimiento de la obligación que le impone el referido precepto. Ya que al no haber fundado y motivado la autoridad su acto, ocasionó el incumplimiento de la obligación que le impone el artículo 17 fracción V de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca. Toda vez, que la autoridad demandada, tiene la carga de la prueba para demostrar, que las actividades comerciales que realiza la actora están sujetas al pago del impuesto sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal.

Lo anterior, permite afirmar que, la autoridad enjuiciada incumplió con la obligación de la debida fundamentación y motivación, que todo acto de autoridad debe contener para su validez; ya que si bien es cierto, que la autoridad le impone una sanción que fundó en el artículo 268 fracción I del Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, consistente en una multa de cincuenta a cien veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente, también lo es, que la autoridad demandada, únicamente se limita a señalar como motivación, que la hoy actora fue identificada como sujeto obligado al pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal. Por ello, se concluye que el acto impugnado resulta ilegal, al no contener el requisito que, para su validez, le impone la fracción V, del artículo 17 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa de fundar y motivar su acto; en consecuencia, se declara LA NULIDAD LISA Y LLANA de la Multa por Infracción Establecida en el Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; y la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019, emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado y Directora de lo Contencioso dependiente de la Procuraduría Fiscal de la Subsecretaria de Ingresos de la  Secretaria de Finanzas del Poder Ejecutivo del estado de Oaxaca.

Por último, es preciso establecer que los tribunales deben ocuparse de todos los planteamientos formulados por las partes, pero también, que al resultar fundado el  concepto de  impugnación  antes analizado, debe  considerarse  suficiente  para arribar a la declaración de su nulidad; por ello resulta innecesario el análisis de los demás planteamientos formulados en la demanda, atento al principio de economía procesal, dado que no tendría el efecto de revertir la ilegalidad señalada, virtud a que fue suficiente lo analizado para declarar la nulidad del acto impugnado, pretensión principal de la parte actora. Tiene exacta aplicación la Jurisprudencia Registro No. 174.974, Materia Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Mayo 2006, página 1646, bajo el siguiente rubro y texto:

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR. En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos”.

Por lo anterior expuesto y con fundamento en los artículos 207, 208 fracción VI y 209, de la Ley de  Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado, se


R E  S U E L V E :




PRIMERO. Esta Tercera Sala Unitaria de Primera Instancia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, fue competente para conocer y resolver del presente asunto. -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

SEGUNDO. La personalidad de las partes, quedó acreditada en autos. - - - - - - -

TERCERO. Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la multa por infracción establecida en el Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, con número de control ********** de fecha ***** de ***** del dos mil dieciocho; y la resolución contenida en el oficio SF/SI/PF/DC/JR/****/2019; de fecha ocho de febrero del dos mil diecinueve, emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado.- - - - - -  

CUARTO. Conforme a lo dispuesto en los artículos 172, fracción I, y 173, fracciones I y II, de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado, NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LA PARTE ACTORA Y POR OFICIO A LA AUTORIDAD DEMANDADA. CÚMPLASE. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Así lo resolvió y firma la doctora en derecho ANA MARÍA SOLEDAD CRUZ VASCONCELOS, magistrada titular de la Tercera Sala Unitaria de Primera Instancia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, quien actúa con el licenciado JUAN CARLOS RIVERA HUERTA, secretario de acuerdos, que autoriza y da fe.-- - 


